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Sentencia nº1145/2020 
 
 
 
 En OVIEDO, a siete de julio de dos mil  veinte.  
 
Tras haber visto y deliberado las presentes actuaciones, la 
Sala de lo Social del T.S.J. de Asturias, formada por los 
Iltmos Sres Dª. MARIA VIDAU ARGÜELLES, Presidente,  Dª. MARIA 
CRISTINA GARCIA FERNANDEZ, D. JESUS MARIA MARTIN MORILLO y Dª. 
LAURA GARCIA-MONGE PIZARRO, Magistrados, de acuerdo con lo 
prevenido en el artículo 117.1 de la Constitución Española,   
 
 

EN NOMBRE DE S.M. EL REY 
Y POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE 

EL PUEBLO ESPAÑOL 
 
ha dictado la siguiente  
 

S E N T E N C I A   
 
En el RECURSO SUPLICACION 0000536/2020, formalizado por la 
LETRADA Dª PILAR MARTINO REGUERA en nombre y representación de  
EMULSA, contra la sentencia número 410/2019 dictada por JDO. 
DE LO SOCIAL N. 4 de GIJON en el PROCEDIMIENTO ORDINARIO 
0000636/2018, seguidos a instancia de Dª MARGARITA ALVAREZ 
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MEDINA frente a EMULSA, Dª SILVIA LOPEZ DIAZ, Dª MARIA ROSARIO 
GONZALEZ FERNANDEZ y D. CARLOS RODRIGUEZ RODRIGUEZ, siendo 
Magistrado-Ponente la Ilma. Sra. Dª. MARIA CRISTINA GARCIA 
FERNANDEZ. 
 
De las actuaciones se deducen los siguientes: 
 
 

ANTECEDENTES DE HECHO   
 
 
 PRIMERO: Dª MARGARITA ALVAREZ MEDINA presentó demanda 
contra  EMULSA, Dª SILVIA LOPEZ DIAZ, Dª MARIA ROSARIO 
GONZALEZ FERNANDEZ y D. CARLOS RODRIGUEZ RODRIGUEZ, siendo 
turnada para su conocimiento y enjuiciamiento al señalado 
Juzgado de lo Social, el cual, dictó la sentencia número 
410/2019, de fecha cinco de noviembre de dos mil diecinueve. 
 
 SEGUNDO: En la sentencia recurrida en suplicación se 
consignaron los siguientes hechos expresamente declarados 
probados:  
 
³1º.- La actora presta sus servicios para la entidad 
demandada, participando en las pruebas de Promoción Interna 
para Oficial de Segunda SSEE celebradas el día 21 de mayo de 
2018.  
 
2º.- EMULSA es una empresa de titularidad municipal que, según 
el art. 2 de sus Estatutos, tiene por objeto la higiene urbana 
de la ciudad de Gijón y la gestión integral de los residuos 
sólidos urbanos, limpieza de colegios y edificios públicos, 
mantenimiento y conservación de parques, jardines y zonas 
verdes urbanas, señalización vía vertical y horizontal y 
mantenimiento.  
 
3º.- Las bases específicas para la promoción de Oficial de 1ª 
Conductor establecían unas pruebas de selección en las que se 
distinguía una fase de oposición y una fase de concurso. En 
esta última se valoraban unos méritos, en concreto:  
 Formación (máximo 6 puntos). Se valorarán los cursos 
voluntarios realizados relacionados con la categoría, 
funciones y servicio de la plaza convocada conforme a la 
siguiente escala:  
o Por cada curso de entre 15 y 30 horas: 0,5 puntos.  
o Por cada curso entre 31 y 50 horas: 1 puntos.  
o Por cada curso de entre 51 y 100 horas: 1,5 puntos.  
o Por cada curso de más de 100 horas: 2 puntos.  
A los cursos baremados anteriormente que sean de Igualdad de 
oportunidades, Responsabilidad Social Empresarial, 
Medioambiente y PRL, se les incrementará la puntuación en 0,5 
puntos por curso, con independencia del número de horas del 
curso (se valorarán en este caso, los cursos de menos de 15 
horas).  
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 Evaluación del desempeño (máximo 2 puntos). Se valorará por 
el responsable del Servicio la participación del trabajador/a 
en el cumplimiento de los objetivos del servicio en los 
últimos 24 meses, motivando dicha evaluación.  
 Motivación Laboral (máximo 2 puntos). Carecer de sanciones 
disciplinarias. Se descontará por cada sanción disciplinaria:  
- Leve: 0,5 puntos  
- Grave: 1 punto  
- Muy grave: 2 puntos.  
 
3º.- La trabajadora obtuvo por la realización de cursos de 
formación un total de 3 puntos, evaluación del desempeño 1 
punto y motivación laboral 0 puntos.  
En el resultado definitivo el total de puntuación que obtuvo 
alcanzó los 16,56.  
 
4º.- Realizó la trabajadora un curso de Windows iniciación a 
la informática con una duración de 30 horas; igualmente, 
participó en un Curso de Prevención de Riesgos Laborales con 
una duración total de 50 horas. Para el citado curso 
desarrollado entre el 14 de febrero y el 20 de marzo de 2018 
el capataz solicitó voluntarios para su realización.  
 
5º.- La trabajadora fue objeto de una sanción disciplinaria, 
por falta leve siendo sancionada con una amonestación por 
escrito en fecha 14 de diciembre de 2015.  
 
6º.- En Sentencia dictada por el Juzgado Social número 3 de 
esta ciudad conociendo de Conflicto Colectivo 141/2019 y 
dictada en fecha 21 de agosto de 2019 se declara entre otras y 
en lo qXe aqXt noV inWereVa ³nXlidad del reqXiViWo de 
evaluación del desempeño en aquellas plazas de las bases 
impugnadas en las que no se haya establecido previamente un 
ViVWema de eYalXaciyn del deVempexo´ referidaV en eVWe caVo a 
la convocatoria de puestos de promoción interna 2019.  
A la vista de aquélla la empresa demandada procedió a suprimir 
la evaluación del desempeño en la promoción interna aquí 
ventilada, obteniendo en consecuencia la actora una puntuación 
de 17,56.  
 
7º.- Presentó papeleta de conciliación en fecha 1 de octubre 
de 2018 resultando sin avenencia´. 
 
 TERCERO: En la sentencia recurrida en suplicación se 
emitió el siguiente fallo o parte dispositiva:  
 
³Estimo en parte la demanda presentada por Dña. Margarita 
Álvarez Medina frente a EMULSA, Dña. Silvia López Díaz, Dña. 
María Rosario González Fernández y D. Carlos Rodríguez 
Rodríguez y declaro que la trabajadora demandante debe obtener 
en el apartado Formación una puntuación de 4,5 puntos mientras 
que en la de motivación laboral un total de 1,5 puntos´. 
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 CUARTO: Frente a dicha sentencia se anunció recurso de 
suplicación por EMULSA formalizándolo posteriormente. Tal 
recurso fue objeto de impugnación por la contraparte. 
 
 QUINTO: Elevados por el Juzgado de lo Social de referencia 
los autos principales, a esta Sala de lo Social, tuvieron los 
mismos entrada en fecha 4 de marzo de 2020.   
 
 SEXTO: Admitido a trámite el recurso se señaló el día 25 
de junio de 2020 para los actos de votación y fallo.   
 
 A la vista de los anteriores antecedentes de hecho, se 
formulan por esta Sección de Sala los siguientes,   
 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO   
 
 
 

PRIMERO.- La sentencia de instancia estimó parcialmente la 
demanda en la que la actora impugnaba el proceso selectivo 
realizado en EMULSA para la categoría de Oficial de 2ª de SSEE 
solicitando que en la fase de méritos se valorara de forma 
diferente la formación, la evaluación del desempeño y la 
motivación laboral. 
 

La sentencia declaró que  correspondía a la actora  en el 
apartado de Formación, 4,5 puntos frente a los 3 obtenidos, y 
en la motivación laboral 1,5 puntos frente a los 0 obtenidos. 
 

Recurre en suplicación EMULSA invocando los artículos 
193.b y c) de la LJS, que es impugnado por la actora. 
 

SEGUNDO.- Emulsa invoca el artículo 193.b) de la LJS para 
solicitar la modificación del hecho probado 5º para el que 
propone el VigXienWe We[Wo:´ La trabajadora fue objeto de una 
sanción disciplinaria, por falta leve siendo sancionada con 
una amonestación por escrito de fecha 14 de Diciembre de 2015, 
así como con dos amonestaciones verbales los días 23 de Julio 
de 2015 y 07 de Noviembre de 2015 , dejando constancia 
mediante sistema de avisos de comunicación personal.´ 
 

Lo basa en la comunicación de la sanción disciplinaria de 
14 de diciembre de 2015(f. 136) y dos partes internos de 
comunicación dirigidos a la actora de 23 de julio y 7 de 
noviembre de 2015(ff. 138 y 139). Entiende que  se trata de 
otras dos sanciones que impiden concederle puntos en la 
motivación laboral. 
 

La trabajadora impugna este motivo estando a lo valorado y 
resuelto en sentencia, negando que se trate de sanciones los 
partes internos. 
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Las reglas básicas que ha venido compendiando la doctrina 
del Tribunal Supremo sobre la forma en que se ha de efectuar 
la revisión fáctica son: 
 
1º) La revisión de hechos no faculta al tribunal a efectuar 
una nueva valoración global y conjunta de la prueba 
practicada, sino que la misma debe operar sobre la prueba 
documental alegada que demuestre patentemente el error de 
hecho. 
 
2º) No es posible admitir la revisión fáctica de la sentencia 
impugnada con base en las mismas pruebas que la sirvieron de 
fundamento, en cuanto no es aceptable sustituir la percepción 
que de ellas hizo el juzgador, por un juicio valorativo 
personal y subjetivo de la parte interesada (SSTS 16 de 
diciembre de 1967, 18 y 27 de marzo de 1968, 8 y 30 de junio 
de 1978, 6 de mayo de 1985 y 5 de junio de 1995). 
 
3º) En el supuesto de documento o documentos contradictorios y 
en la medida que de ellos puedan extraerse conclusiones 
contrarias e incompatibles, debe prevalecer la solución 
fáctica realizada por el juez o Tribunal de Instancia, órgano 
judicial soberano para la apreciación de la prueba (SSTC 
44/1989 , de 20 de febrero y 24/1990, de 15 de febrero, con la 
salvedad de que su libre apreciación sea razonable (SSTS 10 de 
marzo de 1980, 30 de octubre de 1991, 22 de mayo y 16 de 
diciembre de 1993 y 10 de marzo de 1994). 
 
4º) La revisión fáctica no puede sustentarse en medios de 
prueba que no sean la prueba documental pública o privada en 
el sentido ya expuesto, y la pericial (artículo 193.b) de la 
LJS). 
 
5º) Que la modificación propuesta incida sobre la solución del 
litigio, esto es, que sea capaz de alterar el sentido del 
fallo de la resolución recurrida. 
 
Para que prospere la revisión fáctica se requiere:1º.± Que se 
citen documentos concretos de los que obren en autos que 
demuestren de manera directa y evidente la equivocación del 
juzgador, cuando tales pruebas no resulten contradichas por 
otros elementos probatorios unidos al proceso. 2º.± En segundo 
lugar, que se señale por la parte recurrente el punto 
específico del contenido de cada documento que ponga de 
relieve el error denunciado. 3º.± Que la modificación 
propuesta incida sobre la solución del litigio, esto es, que 
sea capaz de alterar el sentido del fallo de la resolución 
recurrida. 4º.± que se identifiquen de manera concreta los 
hechos probados cuya revisión se pretende, para modificarlos, 
suprimirlos o adicionarlos con extremos nuevos, y al mismo 
tiempo ha de proponerse la redacción definitiva para los 
hechos modificados.  
 
A ello hay que añadir que es doctrina reiterada la que concede 
al juzgador de instancia libertad para apreciar las pericias y 
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los documentos probatorios, llegando a una conclusión que debe 
prevalecer sobre la opinión interesada del recurrente mientras 
no aparezca desvirtuada por otra irrefutable, no siendo 
posible admitir la revisión fáctica con base a las mismas 
pruebas que sirvieron de fundamento a la sentencia impugnada, 
en cuanto que no es aceptable sustituir la percepción que de 
ellas hizo el juzgador de instancia, por un juicio valorativo 
personal y subjetivo de la parte interesada, y que en el 
supuesto de documento o documentos contradictorios, y en la 
medida de que de ellos pueda extraerse conclusiones contrarias 
e incompatibles, debe prevalecer la solución fáctica realizada 
por el Juzgador de instancia en el ejercicio de la función que 
en exclusiva a él corresponde de apreciación de la prueba. 
 
No todo documento o pericia es eficaz para revisar el relato 
fáctico de la sentencia, ni es suficiente a tal fin que 
aquellos reflejen hechos o den cuenta de datos distintos a los 
consignados en la resolución judicial. La alteración, como 
repite doctrina reiterada interpretando los artículos 193 b) y 
196 de la LJS y sus antecedentes normativos, solo está 
justificada si mediante documentos fehacientes o de 
concluyente poder de convicción, o por prueba pericial de 
innegable categoría científica, se pone de manifiesto, de 
forma clara y directa, sin acudir a especulaciones, conjeturas 
o argumentaciones más o menos lógicas, el error del Juez.  
 
En cuanto a los documentos, recordemos que una reiterada 
doctrina jurisprudencial niega ese carácter a los 
confeccionados por la parte interesada en el recurso y, sobre 
todo, a aquellas cuya eficacia probatoria no alcanzó el 
convencimiento del Juzgador. La invocación de los contratos 
que aparentan un tipo de relación, resultando del verdadero 
contenido otra naturaleza distinta son objeto de tratamiento 
frecuente en los tribunales, manteniéndose la doctrina 
constante de que los contratos tienen su propia naturaleza, 
independientemente de la denominación y proyección inadecuada 
que las partes atribuyan al que suscriben y tal naturaleza 
procede deducirla tanto de su motivación inicial como de los 
actos de su sucesivo desarrollo y cumplimiento. 
 
No se aprecia el error que justificaría la revisión del hecho 
probado porque no imponen la sanción de amonestación verbal, 
que está prevista en el convenio colectivo para las faltas 
leves, como  recoge el texto  propuesto, lo que de por si es 
suficiente para la desestimación del motivo. El convenio prevé 
la comunicación por escrito al trabajador de todas las 
sanciones  excepto la amonestación verbal, por su propia 
naturaleza (artículo 99); pero  la sentencia no declara 
acreditado que se hubiera impuesto esa sanción al no haberse 
practicado otra prueba que le permitiera llegar a otra 
conclusión y valoró correctamente esas dos comunicaciones 
internas, que son elaboradas por el mando directo de la 
trabajadora, poniendo en conocimiento de ésta los retrasos en 
la incorporación al trabajo, pero no son sanciones entendidas  
como incumplimientos laborales que llevan a aparejada una 
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consecuencia conforme con el convenio colectivo o la norma. El 
convenio colectivo califica como falta leve, hasta tres faltas 
de puntualidad en un mes, cuando los documentos referidos son 
uno del mes de julio y otro de noviembre de 2015, refiriendo 
un retraso en la entrada cada uno, por lo que no cumplen con 
el supuesto fáctico sancionable. 
 
Tampoco puede entenderse acreditadas las mismas por la 
referencia a hechos que  no son objeto de sanción  en la 
notificación de 14 de diciembre de 2015, que fue valorada por 
la sentencia, lo que lleva a la desestimación del motivo que 
conlleva la del segundo motivo amparado en el artículo 193.c) 
de la LJS por infracción de la base 6.2 de la promoción 
interna, dado que el recurso se fundamenta en la estimación de 
la modificación del hecho probado, aunque también se refiere a 
otras comunicaciones a la trabajadora, hasta 7 dice, que no 
figuran probadas en la sentencia ni la recurrente  interesa 
nada en el recurso.  
 
Como señalan las sentencias del Tribunal Supremo de 6 de 
diciembre de 1979 y 10 de mayo de 1980, no puede prosperar la 
revisión en derecho de la sentencia de instancia, cuando no se 
hayan alterado los presupuestos de hecho que en la resolución 
combatida se constatan y entre una y otra dimensión de la 
sentencia exista una íntima correlación entre ambos 
presupuestos; doctrina a la que también alude la Sentencia de 
16 de febrero de 2000, si bien para inaplicarla al supuesto 
que en ella se planteaba, pues no es predicable con carácter 
general para todos aquellos casos en que no se solicite o no 
prospere la revisión fáctica, sino sólo a aquellos en que la 
revisión sustantiva tenga como presupuesto necesario la 
modificación de la narración fáctica; así como también la 
sentencia de fecha 28 de marzo de 2013 que reiterando la 
doctrina establece que si resulta "inalterado el relato 
fáctico impugnado, procede desestimar los recursos cuyo éxito 
venga ligado al triunfo de la revisión de los hechos que se ha 
desestimado, cual evidencian la alegaciones y argumentaciones 
contenidas en el motivo de los recursos dirigido al examen del 
derecho aplicado", lo que es también mantenido, entre otras, 
en la sentencia de 5 de mayo de 2012.  
 
 VISTOS los anteriores preceptos y los demás de general 
aplicación, 
 

F A L L A M O S    
 
 
 

Que desestimamos el recurso de suplicación interpuesto por  
EMULSA contra la sentencia del Juzgado de lo Social nº4 de 
GIJON, dictada en los autos seguidos a instancia de Dª 
MARGARITA ALVAREZ MEDINA contra EMULSA, Dª SILVIA LOPEZ DIAZ,  
Dª MARIA ROSARIO GONZALEZ FERNANDEZ Y D. CARLOS RODRIGUEZ 
RODRIGUEZ, sobre DERECHOS, y en consecuencia confirmamos la 
resolución impugnada. 
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Dese a los depósitos y consignaciones efectuados para 

recurrir el destino legal, y con imposición a la recurrente de 
las costas del presente recurso, entre las que se incluyen los 
honorarios del letrado de la parte recurrida e impugnante en 
la cuantía de 500 euros más IVA. 

 
Medios de impugnación 
 
Se advierte a las partes que contra esta sentencia cabe 

interponer recurso de casación para la unificación de 
doctrina, que habrá de prepararse mediante escrito suscrito 
por letrado, presentándolo en esta Sala de lo Social dentro 
del improrrogable plazo de los diez días hábiles inmediatos 
siguientes a la fecha de notificación de la misma, en los 
términos del Art. 221 de la Ley reguladora de la Jurisdicción 
Social y con los apercibimientos en él contenidos. 

 
Tasas judiciales para recurrir 
 
La tramitación del recurso de casación para unificación de 

doctrina no constituye hecho imponible, y por tanto no se 
requiere la liquidación de tasas (Consulta vinculante de la 
Dirección General de Tributos V 3674-23 de 26-12-2013). 
 

Depósito para recurrir 
 

En cumplimiento del Art. 229 de la LRJS, con el escrito 
del recurso debe justificarse el ingreso de depósito para 
recXrrir (600 ¼), eVWando e[enWo el recXrrenWe qXe: fuere 
trabajador o causahabiente suyo o beneficiario del régimen 
público de Seguridad Social; el Estado, las Comunidades 
Autónomas, las entidades locales y las entidades de derecho 
público con personalidad jurídica propia vinculadas o 
dependientes de los mismos, las entidades de derecho público 
reguladas por su normativa específica y los órganos 
constitucionales, así como los sindicatos y quienes tuvieren 
reconocido el beneficio de justicia gratuita. 

 
Dicho depósito debe efectuarse en la cuenta de Depósitos y 

Consignaciones que esta Sala de lo Social del TSJA tiene 
abierta en el Banco Santander, oficina de la calle Uria 1 de 
Oviedo. El nº de cuenta se conforma como sigue: 3366 0000 66, 
seguido del nº de rollo (poniendo ceros a su izquierda hasta 
completar 4 dígitos), y las dos últimas cifras del año del 
rollo. Se debe indicar en el campo concepto: "37 Social 
Casación Ley 36-2011".  

 
Si el ingreso se realiza mediante transferencia, el código 

IBAN del Banco es: ES55 0049 3569 9200 0500 1274, siendo 
imprescindible indicar también la cuenta del recurso como 
quedó dicho.  

 
De efectuarse diversos pagos o ingresos en la misma cuenta 

se deberá especificar un ingreso por cada concepto, incluso si 
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obedecen a otros recursos de la misma o distinta clase 
indicando en el campo de observaciones la fecha de la 
resolución recurrida utilizando el formato dd/mm/aaaa.  

 
Pásense las actuaciones al Sr./Sra. Letrado/a de la 

Administración de Justicia para cumplir los deberes de 
publicidad, notificación y registro de la Sentencia.  
 

Así, por esta nuestra Sentencia, definitivamente juzgando, 
lo pronunciamos, mandamos y firmamos. 
 
 
 
 
 
 
La difusión del texto de esta resolución a partes no interesadas en el proceso en el que ha 
sido dictada sólo podrá llevarse a cabo previa disociación de los datos de carácter personal 
que los mismos contuvieran y con pleno respeto al derecho a la intimidad, a los derechos de 
las personas que requieran un especial deber de tutelar o a la garantía del anonimato de las 
víctimas o perjudicados, cuando proceda. 
 
Los datos personales incluidos en esta resolución no podrán ser cedidos, ni comunicados con 
fines contrarios a las leyes. 


